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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR 

TRASLADO CONTESTACIÓN - EXCEPCIONES 

(Artículo 175 CPACA) 
 

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Radicación 13-001-23-33-000-2021-00562-00 

Demandante Lenis Saide Navarro Sarmiento  

Demandado Ministerio Educación - FOMAG 

Magistrado Ponente Marcela de Jesús López Álvarez 

 

En la fecha, viernes primero (1º) de abril de dos mil veintidós (2022), se corre 

traslado por el término legal de tres (03) días a la parte demandante de la(s) 

contestación(es) de demanda presentada(s) por el(a) apoderado (a) de 

la(s) parte(s) demandada(s), Fiduprevisora y de las excepciones que 

contenga el(os) escrito(s) de contestación de la demanda, presentado(s) 

electrónicamente el(os) día(s) dos (2) de marzo dos mil veintidós (2022). 

 

 

 

EMPIEZA EL TRASLADO: LUNES CUATRO (04) DE ABRIL DE DOS MIL VEINTIDÓS 

(2022), A LAS OCHO DE LA MAÑANA (8:00 AM) 

 
 

 

VENCE EL TRASLADO: MIERCOLES SEIS (06) DE ABRIL DE DOS MIL VEINTIDÓS 

(2022), A LAS CINCO DE LA TARDE (5:00 PM) 
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CONTESTACIÓN DE DEMANDA

Guerrero Aguilera Samuel David <t_sguerrero@fiduprevisora.com.co>
Mié 2/03/2022 1:35 PM

Para:  Despacho 01 Tribunal Administrativo - Bolivar - Cartagena <des01tabolivar@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
Notificaciones Despacho 01 Tribunal Administrativo - Bolivar - Cartagena <desta01bol@notificacionesrj.gov.co>

1 archivos adjuntos (3 MB)

CONTESTACIÓN LENIS SAIDE NAVARRO SARMIENTO (2).pdf;

SEÑORA MAGISTRADA
DR. MARCELA DE JESUS LOPEZ ALVAREZ
DESPACHO 01 DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLIVAR

E.S.D.

REF: CONTESTACIÓN DE DEMANDA,

Por medio de la presente remito a su despacho mi contestación de demanda y poder de sus�tución en el
proceso de la referencia
13001233300020210056200-LENIS SAIDE NAVARRO SARMIENTO, quedo atento a cualquier requerimiento,

Cordialmente,

Samuel David Guerrero A.
Profesional 1
Zona 5
Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG

Vicepresidencia Jurídica
Carrera 11 No. 72-50
Piso 12.
PBX 5945111 Ext. 2019
CEL 3228190254
Bogotá, Colombia

P Por favor considere su responsabilidad ambiental antes de imprimir este correo electrónico

La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la
ley. Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o
elimine el mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío
de información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades
contenidas en la política de protección de datos personales publicada en
www.fiduprevisora.com.co, en la cual se detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten
como titular de información para realizar consultas, peticiones o reclamos relacionados con el
tratamiento de información por parte de Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información
relativa a protección de datos personales en los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72
No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al correo electrónico:
protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero – Dr. JOSÉ
FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la ciudad de
Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada

Firefox https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGQ2NWZkNDdiLT...

1 de 2 02/03/2022, 2:53 p. m.



continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del
Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al
público de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que
éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas
relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor
del Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo
los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido
vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero"
disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store.
Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por considerar que es
de su interés.
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*20221180516011* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20221180516011 
Fecha: 02-03-2022 

 
 
Señores 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLIVAR 
E. S. D. 
 
 

RADICADO No. 13001233300020210056200 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO 
DEMANDANTE LENIS SAIDE NAVARRO SARMIENTO 
DEMANDADO NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  
ASUNTO CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

 
 
SAMUEL DAVID GUERRERO AGUILERA, identificado con cedula de ciudadanía número 1032490579 de 
Bogotá y portador de la Tarjeta Profesional 354.085 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando 
en nombre y representación de la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- FOMAG-, conforme con la sustitución de poder otorgada 
por el Dr. LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado con cédula de ciudadanía No. 80.211.391 y 
tarjeta profesional No. 250.292 del C.S.J quien a su vez se le fue conferido poder principal y general 
por parte del  Dr. LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, tal y como consta en la escritura pública No. 522 del 
28 de marzo de 2019 conforme a la Resolución No. 002029 del 4 de marzo de 2019, para la defensa 
judicial de la Nación – Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 489 de 1998 y demás normas concordantes, 
por medio del presente escrito, encontrándome dentro del término legal, procedo a CONTESTAR LA 
DEMANDA, en el mismo orden metodológico planteado por la parte actora: 
 

I. A LAS PRETENSIONES 
 

Actuando en nombre y representación de la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG), me opongo a todas y cada 
una de las pretensiones de la demanda, sus declaraciones y condenas, por carecer de fundamentos 
de derecho, debiéndose absolver a mi representada de lo pretendido en esta instancia, sumado a 
ello,  es claro que los actos administrativos demandados se encuentran acogidos por la presunción 



 
 

 
                                                      

  

de legalidad de conformidad con lo dispuesto en el artículo 88 de la Ley 1437 de 20111, y la parte 
actora no acredita si quiera sumariamente que este haya sido expedido con infracción de las normas 
en que deberían fundarse, sin competencia, en forma irregular, con desconocimiento del derecho de 
audiencia y de defensa, mediante falsa motivación o con desviación de las atribuciones propias de 
quien los profirió. 
 
Por consiguiente, solicito respetuosamente a su Despacho, no se acceda a las pretensiones y se sirva 
denegar en su totalidad las condenas en contra de la NACIÓN, MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG), y de acuerdo con lo anterior pro-
cedo a manifestarme de manera individual frente a cada una de las pretensiones de la demanda 
 
PRIMERA: ME OPONGO a que se declare la nulidad de resolución 0876 del 12 de marzo del 2018 
proferida por la secretaria de educación Departamental de Bolívar tal y como se pretende, aunado a 
que no es procedente que la NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO sea condenada al pago de la sanción moratoria en favor de la parte 
actora, toda vez que no existen supuestos fácticos y jurídicos que logren sustentar la presente acción. 
 
SEGUNDA: ME OPONGO a que se condene a la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, a emitir una nueva resolución donde consta una nueva 
liquidación de las cesantías, puesto que el Fondo, como patrimonio autónomo, carece de la 
competencia legal, y de la capacidad jurídica para hacerlo, dicha pretensión solo es procedente 
contra la entidad territorial, previa verificación de cumplimiento de los requisitos legales. 
 
TERCERA: ME OPONGO a que se declare que la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, reconozca y pague la sanción moratoria por el pago tardío 
de las cesantías en favor de la parte actora, toda vez que la misma es una pretensión subsidiaria y 
debe correr la suerte de la principal. 
 
CUARTA: ME OPONGO a que se condene a la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, al cumplimiento del fallo, toda vez que no existe en el 
proceso sentencia judicial. Poniendo de presente que la sentencia judicial en sí ya tiene un efecto 
vinculante y no requiere solicitud de la misma. 
 
QUINTA: ME OPONGO a que se condene en costas a la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, de conformidad al artículo 365 del Código General del 
Proceso, y artículo 29 de la Constitución Política de Colombia como quiera que se accede al derecho 

                                                           
1 “Los actos administrativos se presumen legales mientras no hayan sido anulados por la jurisdicción de lo con-
tencioso administrativo. Cuando fueren suspendidos, no podrán ejecutarse hasta tanto se resuelva definitiva-
mente sobre su legalidad o se levante dicha medida cautelar.” 

 



 
 

 
                                                      

  

al debido proceso, esto sin mencionar que la norma que arguye la apoderada de la parte accionante, 
es decir, el artículo 188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo contempla los efectos de la sentencia y no lo pretendido por la accionante. 

 
 

II. A LOS HECHOS 
 

PRIMERO: Se admite como cierto una vez verificada la documentación aportada. 
 
 SEGUNDO: No me consta, mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por 
tal motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P. “Incumbe a las partes 
probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”, en 
el cual corresponde a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. 
 
TERCERO: No es un hecho, por cuanto lo manifestado por la apoderada de la parte demandante no 
corresponde a un supuesto de hecho. Es una apreciación subjetiva de la accionante acerca de la 
interpretación de la norma en mención, más no relata ninguna situación de modo, tiempo y lugar 
que se objetó de manifestación alguna. 
 
CUARTO: No es un hecho, por cuanto lo manifestado por la apoderada de la parte demandante no 
corresponde a un supuesto de hecho. Es una apreciación subjetiva de la accionante acerca de la 
interpretación de la norma en mención, más no relata ninguna situación de modo, tiempo y lugar 
que se objetó de manifestación alguna. 
 
QUINTO: No me consta, mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal 
motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P. “Incumbe a las partes probar 
el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”, en el cual 
corresponde a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones 
 
SEXTO: Se admite como cierto una vez verificada la documentación aportada. 
 
SÉPTIMO: No me consta, mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal 
motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P. “Incumbe a las partes probar 
el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”, en el cual 
corresponde a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones 
 
OCTAVO: No es un hecho, por cuanto lo manifestado por la apoderada de la parte demandante no 
corresponde a un supuesto de hecho. Es una apreciación subjetiva de la accionante acerca de la 
interpretación de la norma en mención, más no relata ninguna situación de modo, tiempo y lugar 
que se objetó de manifestación alguna. 



 
 

 
                                                      

  

 
NOVENO: Se admite como cierto una vez verificada la documentación aportada. 
 
DECIMO: Se admite como cierto una vez verificada la documentación aportada. 
 
UNDECIMO: No es cierto, y he de aclarar, dicha petición no fue interpuesta ante el FONDO 
NACIONALD EPRESTACIONES SOCIALES, sino ante la entidad competente, la Secretaria de Educación 
del Municipio de Turbaco, puesto que son las Secretarias de Educación las responsables de hacer la 
labor de liquidar las cesantías, y reconocer las prestaciones sociales de los docentes. 
 
DUODECIMO: No me consta, mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, 
por tal motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P. “Incumbe a las partes 
probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”, en 
el cual corresponde a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. 
 
DECIMO TERCERO: Se admite como cierto una vez verificada la documentación aportada. 
 
DECIMO CUARTO: No me consta, mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, 
por tal motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P. “Incumbe a las partes 
probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”, en 
el cual corresponde a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. 
 
DECIMO QUINTO: No es cierto y agrego, el pago alegado en realidad se dio el 21 de mayo de 2018, 
no el 29 de mayo de 2018. 
 
DECIMO SEXTO: No es un hecho, por cuanto lo manifestado por la apoderada de la parte demandante 
no corresponde a un supuesto de hecho. Es una apreciación subjetiva de la accionante acerca de la 
interpretación de la norma en mención, más no relata ninguna situación de modo, tiempo y lugar 
que se objetó de manifestación alguna. 
 
DECIMO SEPTIMO: No es cierto, y agrego, con base en los certificados de pago allegados por la 
demandante, y por el certificado de puesta en disposición allegada por esta defensa, las fechas de 
pago no son las alegadas por mi contraparte y por lo tanto el cálculo de la mora sería mucho menor. 
 
DECIMO OCTAVO: Se admite como cierto una vez verificada la documentación aportada. 
 
DECIMO NOVENO: Se admite como cierto una vez verificada la documentación aportada. 
 

III. EXCEPCIONES  
 



 
 

 
                                                      

  

PREVIAS: 
 
- NO COMPRENSIÓN DE LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES/ FALTA DE 
INTEGRACIÓN DE LITISCONSORCIO POR PASIVA/ NECESIDAD DE VINCULAR AL ENTE TERRITORIAL 
 
El artículo 61 del Código General del Proceso, ordena establece que cuando más de uno de los 
intervinientes en los actos o en las situaciones a demandar, conllevara a que se necesitara fallar de 
manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sobre los mismo sin tener su vinculación, deberá 
integrarse un litisconsorcio necesario y correrse traslado al o los litisconsortes para que contesten la 
demanda.  
 
A su vez el artículo 224 del Código de Procedimiento Administrativo y de Lo Contencioso 
Administrativo, concerniente a la integración de un litisconsorcio facultativo, habilita a que justo 
antes del auto que fija fecha de audiencia inicial, aquellos que tengan interés puedan vincularse al 
proceso. 
 
Ahora, como La ley 91 de 1989, creo al fondo nacional de prestaciones sociales del magisterio como 
una cuenta independiente del Ministerio de Educación Nacional, Sin personería jurídica, y como nos 
encontramos en la etapa procesal oportuna, solicito que por favor se vincule a la Entidad territorial, 
nominadora y empleadora de la docente, Secretaria de Educación del Municipio de Pereira. Esto 
pues, dada la carencia de personería jurídica del Fondo, y la calidad de Sociedad Anónima y Sociedad 
de Economía Mixta de su administradora la Fiduprevisora S.A., se le delego a las Entidades 
territoriales el rol y el deber de reconocer y liquidar las prestaciones sociales de los docentes y expedir 
los actos administrativos necesarios para que el Fondo hiciera su pago. 
 
Así las cosas, la entidad que tiene en su poder los antecedentes administrativos de la petición, así 
como la historia laboral del docente, el registro de su salario, su fecha de vinculación y quien, en 
ultimas expidió el acto administrativo fuera de tiempo, como lo arguye la demandante, fue el ente 
territorial.  
 
Por lo tanto, señor juez como la demanda no se comprendió a todos los litisconsortes debe declararse 
esta excepción previa y terminarse el proceso, o, para evitar nulidades, debe vincularse al ente 
territorial y corrérsele traslado de la demanda para que la conteste. 
 
MIXTAS: 

-                INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN:  

Se propone como medio exceptivo toda vez que del estudio realizado a la demanda se tiene que el 
demandante ha planteado se le reconozca y pague la sanción moratoria por la indebida liquidación 
de su prestación social por no haberse incluido dentro de la liquidación la prima de servicios, lo cual 



 
 

 
                                                      

  

es improcedente por no estar contemplado en la norma sustancial y de conformidad con los plantea-
mientos que al respecto ha dejado claro el máximo órgano del cierre de la jurisdicción contenciosa 
administrativa. No se genera sanción moratoria por el pago de las diferencias que surjan del ajuste a 
la liquidación de las cesantías. 

La Ley 1071 de 2006 por la cual se modifica y adiciona la Ley 224 de 1995, dispone en su artículo 5 lo 
siguiente: 

“Artículo 5°. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de cua-
renta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto administrativo que 
ordena la liquidación de las cesantías definitivas o parciales del servidor público, para can-
celar esta prestación social, sin perjuicio de lo establecido para el Fondo Nacional de Ahorro. 
(…)” 

Así, el Legislador, al establecer la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, toma como 
punto de partida para la acusación de la mora, la firmeza del ACTO ADMINISTRATIVO QUE ORDENE 
LA LIQUIDACIÓN DE LAS CESANTÍAS DEFINITIVAS O PARCIALES; el Legislador no hizo, ni admitió dis-
tinción alguna, la mora se configura a partir de la firmeza del acto que ordena la liquidación, no de la 
firmeza del acto que ordena la “revisión” o “ajuste” de la liquidación de las cesantías.  

La anterior precisión, resulta de vital importancia jurídica, si se tiene en cuenta que la aplicación de 
la sanción moratoria es el ejercicio del derecho administrativo sancionador contra el empleador mo-
roso en el pago de las cesantías del trabajador, así, obviamente este empleador sea el mismo Estado 
y ese derecho administrativo sancionador, demanda la aplicación del principio de legalidad integrado 
por la reserva de la Ley y el de tipicidad. 

Ha sido unánime y reiterada la jurisprudencia del Consejo de Estado para sostener que no se genera 
sanción moratoria por el pago de las diferencias que surjan del ajuste a la liquidación de las cesantías. 
En sentencia de 12 de abril de 2018, la Sección Segunda Subsección A con Ponencia del Dr. FRAN-
CISCO SUAREZ, Exp. No, 2017- 15, se reiteró:  

“La indemnización moratoria que se pretende en la demanda, no tiene como fundamento el 
pago tardío del auxilio de cesantías como tal, sino de la diferencia de valor que se generó 
como consecuencia del reajuste de esa prestación que se ordenó tardíamente por la adminis-
tración.  En torno a lo anterior, es imprescindible precisar que la Sala, en reiteradas ocasiones 
ha sostenido que la sanción moratoria por la inoportuna consignación de cesantías no procede 
respecto de las diferencias de valor de tal prestación que se originen a causa de una diferencia 
de esa prestación que surja como consecuencia de su reliquidación.” (Negrillas fuera de texto) 

Por otro lado, La Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección B. C.P.: César 
Palomino Cortés. Radicación número: 08001-23-33-000-2014-00420-01(3490-15). Actor: Yesenia 
Margarita Ocampo Barrios. Demandado: Departamento del Atlántico, Contraloría Del Departamento 
del Atlántico, señaló:  



 
 

 
                                                      

  

“En tal sentido, si bien se causó una diferencia en la liquidación de las cesantías definitivas, la 
cancelación pago inoportuna de esa diferencia no puede considerarse mora en la pago de tal 
prestación, que tenga la magnitud de generar la sanción a que alude la norma señalada.  

(…)  

La Sección Segunda del Consejo de Estado, ha sostenido que la finalidad del legislador con la 
norma aludida, fue determinar el término perentorio para el reconocimiento y pago de las 
cesantías definitivas de los servidores públicos, sin que una diferencia en la liquidación de la 
prestación social, conlleve a la autoridad judicial a imponer la sanción frente a una cir-cuns-
tancia fáctica que no se encuentra prevista en la ley” (Negrillas fuera de texto) 

 
En virtud de todo lo anterior no le asiste el derecho reclamado al demandante como quiera que lo 
que pretenden no se encuentra enmarcado en la ley, pues persigue una sanción mora como efecto 
del pago tardío del reajuste a las cesantías, la cual es improcedente atendiendo al princi-pio de 
legalidad, que en materia sancionatoria la conducta sancionable y la sanción deben estar prevista 
en la norma jurídica; luego se configura una clara inexistencia de la obligación. 
 

IV. FUNDAMENTOS DE DEFENSA 
 

Como fundamento de defensa frente al caso que nos ocupa se realiza el siguiente recuento normativo 
y jurisprudencial:  
 
La Ley 91 de 1989 en su artículo tercero creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, que señala: 

Artículo  3º.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como 
una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 
estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad 
fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del 
capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato 
de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido 
cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, 
deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable 
determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración 
del contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación Nacional.  

 
Es importante, precisar que el correspondiente contrato de Fiducia Mercantil fue suscrito por el 
Gobierno Nacional junto con la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., la cual actúa como vocera y 
administradora de los recursos del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
o fidecomiso. 

V. ARGUMENTOS DE DEFENSA 



 
 

 
                                                      

  

Revisada la demanda, se considera que es afirmar que la pretensión del accionante, no está ajustada 
a derecho, toda vez que no se ajustan a lo contemplado por el ordenamiento jurídico de manera 
integral, como se expondrá a continuación. 

Frente al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio 

Ley 91 de 1989 

Dicha norma estableció en el Artículo 2, numeral 5 que de acuerdo con lo dispuesto por la Ley 43 de 
1975, la Nación y las entidades territoriales, según el caso, asumirán sus obligaciones prestacionales 
con el personal docente, de la siguiente manera: 

“5. Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se causen a partir del 
momento de la promulgación de la presente Ley, son de cargo de la Nación y serán pagadas 
por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; pero las entidades territoria-
les, la Caja Nacional de Previsión Social, el Fondo Nacional de Ahorro o las entidades que 
hicieren sus veces, pagarán al Fondo las sumas que resulten adeudar hasta la fecha de pro-
mulgación de la presente Ley a dicho personal, por concepto de las prestaciones sociales no 
causadas o no exigibles. 

PARÁGRAFO. Las prestaciones sociales del personal nacional, causadas hasta la fecha de pro-
mulgación de la presente Ley, se reconocerán y pagarán de conformidad con las normas pres-
tacionales del orden nacional, aplicables a dicho personal. 

Las prestaciones sociales del personal nacionalizado, causadas hasta la fecha de promulga-
ción de la presente Ley, se seguirán reconociendo y pagando de conformidad con las normas 
que regían en cada entidad territorial en el momento de entrar en vigencia la Ley 43 de 1975.” 

Y precisa las normas a aplicar por el FOMAG para el cumplimiento de su misión principal, esto es, el 
pago de las prestaciones sociales a los docentes oficiales, de la siguiente manera: 

“Artículo 15. A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y nacio-
nalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por las si-
guientes disposiciones: 

1. Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, para 
efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el régimen prestacional que 
han venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con las normas vigentes. 

Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para efectos de 
las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a los 
empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 
1978, o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas en esta Ley.” 

 

Del reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías definitivas o 
parciales,  



 
 

 
                                                      

  

El auxilio de cesantía es una prestación social de creación legal que debe pagar el empleador al tra-
bajador por los servicios prestados en el evento en que llegare a quedar cesante, con la finalidad de 
que atienda sus necesidades básicas (cesantías definitivas); o durante la vigencia del vínculo laboral 
(cesantías parciales), siempre que se cumplan determinados requisitos para su reconocimiento rela-
cionados como por ejemplo educación, mejoramiento o compra de vivienda. 

Por medio de la Ley 244 de 1995 , el legislador estableció en cabeza de la entidad empleadora la 
obligación de liquidación, reconocimiento y pago de las cesantías definitivas de los servidores públi-
cos dentro de los quince (15) días siguientes a la solicitud del interesado, para lo cual deberá expedir 
la resolución correspondiente y tendrá un plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles a partir 
de la fecha en que adquiera firmeza el acto de reconocimiento, so pena de que la entidad obligada 
deba pagar al titular un día de salario por cada día de retardo hasta su pago efectivo. 

Como se observa, la Ley 244 de 1995, en su artículo 1º, estableció un término perentorio para la 
liquidación de las cesantías definitivas, con el único fin de procurar un actuar oportuno de la admi-
nistración en beneficio del administrado, de manera tal que así no se obtuviera respuesta frente al 
derecho prestacional–cesantía- reclamado, surgía la posibilidad de reclamar indemnización, evi-
tando así que la falta de respuesta o la respuesta evasiva le ocasionara perjuicio al administrado. 

Igualmente, en el artículo 2º estableció el plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles para 
cancelar el valor reconocido por la prestación social y en el parágrafo, previó la sanción a cargo del 
empleador moroso y a favor del servidor público con el propósito de resarcir los daños que se causan 
a este último por el incumplimiento de la obligación.  

La Ley 1071 de 2006 por la cual se modifica y adiciona la Ley 224 de 1995, lo regulando en sus ar-
tículos 4 y 5, de la lectura de estos artículos resulta incuestionable que el Legislador estableció un 
plazo para el reconocimiento y pago de las cesantías definitivas o parciales que se reduce a setenta 
(70) días incluido el término para interponer recursos, so pena que, si en dicho término las cesantías 
no han sido canceladas, se incurra en una mora que debe ser cancelada al trabajador. 

El Legislador, tanto el del año 1995 como el del año 2006, al establecer la sanción moratoria por el 
pago tardío de las cesantías, toma como punto de partida para la acusación de la mora,  la firmeza 
del ACTO ADMINISTRATIVO QUE ORDENE LA LIQUIDACIÓN DE LAS CESANTÍAS DEFINITIVAS O PAR-
CIALES;  el Legislador no hizo, ni admitió distinción alguna, de manera tal que la mora se configura a 
partir de la firmeza del  acto que ordena el reconocimiento y pago de las cesantías solicitadas por el 
docente, y no de la firmeza del acto que ordena la “revisión” o “ajuste” de la liquidación de las ce-
santías.  

La anterior precisión, resulta de vital importancia jurídica, si se tiene en cuenta que la aplicación de 
la sanción moratoria es el ejercicio del derecho administrativo sancionador contra el empleador mo-
roso en el pago de las cesantías del trabajador, así, obviamente este empleador sea el mismo Estado 
y ese derecho administrativo sancionador, demanda la aplicación del principio de legalidad integrado 
por la reserva de la Ley y el de tipicidad.  



 
 

 
                                                      

  

Quiere decir lo anterior que, si el Legislador no contemplo la sanción moratoria por el pago tardío 
de la diferencia que pueda resultar en un “ajuste” o “revisión” a la liquidación del acto en firme que 
líquido las cesantías, dicha sanción no puede aplicarse so pena de ir en contravía del principio de 
legalidad y el de tipicidad. 

 
Sin embargo, para el caso concreto, se evidencia que acorde a las pretensiones de la demanda, la 
actora busca que sea reconocida la sanción moratoria respecto a la indebida liquidación de su 
cesantía por no tener en cuenta la prima de servicios, supuesto de hecho que no se encuentra 
previsto en el marco normativo que regula dicha sanción, razón por la cual las pretensiones no están 
llamadas a prosperar. Adicionalmente la liquidación de cesantías en favor de la demandante se hizo 
en debida forma a través de la Resolución No. 0876 del 12 de marzo de 2018, esto es teniendo en 
cuenta los ingresos que realmente hacen parte de su liquidación de cesantía. 

Al respecto, La Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección B. C.P.: César 
Palomino Cortés. Radicación número: 08001-23-33-000-2014-00420-01(3490-15). Actor: Yesenia 
Margarita Ocampo Barrios. Demandado: Departamento del Atlántico, Contraloría Del Departamento 
del Atlántico, se señaló:  

 
Para tal efecto2, la Sala considera que no hay lugar al reconocimiento solicitado conforme a 
lo prescrito en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, en el entendido que no se tiene como 
fundamento el pago tardío del auxilio de cesantías, sino el no pago oportuno de los reajustes 
salariales y prestacionales, o, lo que es mejor, la diferencia de valor que se generó por el 
reajuste ordenado tardíamente por la entidad.   

Al respecto, esta Corporación, en reiteradas ocasiones, ha sostenido que la sanción moratoria 
por la inoportuna consignación de las cesantías no procede respecto de las diferencias de 
valor de dicha prestación, en los siguientes términos:  

 “En el caso analizado, la entidad demandada sí reconoció oportunamente las prestaciones y 
cesantías definitivas del demandante al momento de su desvinculación3; sin embargo, con 
ocasión de la expedición de la sentencia C- 1433 de 2000 y del Decreto 2720 de diciembre 27 
de 2000, se causó una diferencia en la liquidación de las mismas, pero el pago inoportuno de 
esa diferencia no puede considerarse mora en la consignación de tal prestación, que tenga la 
magnitud de generar la sanción a que alude la norma trascrita.”4 (Resaltado fuera de texto).  

                                                           
2Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, sentencia del 4 de octubre de 2018, radicación 08001-
23-33-000-2014-00420-01(3490-15) C.P. Cesar Palomino Cortés 
3 Cita propia del texto transcrito: Folios 14 a 16. 
4 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, sentencia del 9 de abril de 2014, radicación 13001-23-31-000-2007-00225-01, 

número interno 1483-13. M.P. Luis Rafael Vergara Quintero. 



 
 

 
                                                      

  

Esta Subsección, en sentencia del 17 de octubre de 2017, dentro del expediente con radicación 
No. 080012333000201200017101 (2839-14), con ponencia de la doctora Sandra Lisset Ibarra 
Vélez, señaló:  

“(…) En tal sentido, si bien se causó una diferencia en la liquidación de las cesantías definitivas, 
la cancelación pago inoportuna de esa diferencia no puede considerarse mora en la pago de 
tal prestación, que tenga la magnitud de generar la sanción a que alude la norma señalada. 

(…)La Sección Segunda del Consejo de Estado, ha sostenido que la finalidad del legislador con 
la norma aludida, fue determinar el término perentorio para el reconocimiento y pago de las 
cesantías definitivas de los servidores públicos, sin que una diferencia en la liquidación de la 
prestación social, conlleve a la autoridad judicial a imponer la sanción frente a una 
circunstancia fáctica que no se encuentra prevista en la ley5. (Subrayado fuera de texto).  

Por todo lo expuesto, es procedente la negación total de las pretensiones planteadas por la parte 
actora, para en su lugar declarar probadas los medios exceptivos propuestos. 
 
Respecto a la pretensión condenatoria de Indexación  
 
Ahora bien, Respecto de la indexación de la condena es menester memorar que el Consejo de Estado 
mediante Sentencia de Unificación con Radicado No. 73001-23-33-000-2014-00580-01 en lo relativo 
a la indexación de la sanción por mora, señalo expresamente la incompatibilidad entre la indexación 
y la sanción por mora y para el efecto es preciso traer a colación lo que el máximo órgano de cierre 
en lo contencioso administrativo ha dado al fenómeno de indexación:  

 “Esta figura, nace como una respuesta a un fenómeno económico derivado del proceso de 
depreciación de la moneda, cuya finalidad última es conservar en el tiempo su poder 
adquisitivo, de manera que, en aplicación de principios como el de equidad y de justicia, de 
reciprocidad contractual, el de integridad del pago y el de reparación integral del daño, el 
acreedor de cualquier obligación de ejecución diferida en el tiempo esté protegido contra sus 
efectos nocivos.” 

 
En lo atinente a la compatibilidad de la sanción por mora con la indexación, el Consejo de Estado nos 
dejó las siguientes enseñanzas:  

“A partir de lo anterior, es posible sacar las siguientes conclusiones relativas a los fines de la 
sanción moratoria: i) La sanción moratoria se consagró con el fin de conminar a las entidades 
encargadas al pago oportuno de la prestación social del auxilio de cesantías, ya que 
generalmente como consecuencia de la burocracia, la tramitología era común la demora en 
el citado pago y, ii) en el momento de recibir el pago efectivo de la prestación social, 

                                                           
5 Cita propia del texto transcrito: Al respecto: Subsección A. Sentencia de 9 de abril de 2014. Rad. 13001-23-31-000-2007-00225-01(1483-
13). C.P. Luis Rafael Vergara Quintero.; Subsección B. Sentencia de 8 de septiembre de 2017. Rad. 08001233300020140035501. C.P. 
Sandra Lisset Ibarra Vélez. En el mismo sentido, sentencias de 17 de agosto de 2017. Rad. 08001233300020140035501; Sentencia de 18 
de mayo de 2017. Rad. 66001233300020130021301.    



 
 

 
                                                      

  

únicamente se pagaba lo certificado por la entidad pagadora meses o años atrás, cuando el 
dinero había perdido su poder adquisitivo, por lo cual, la disposición buscó que la 
administración expidiera la resolución en forma oportuna y expedita para evitar el retardo en 
el citado pago y sus consecuencias desfavorables para el trabajador. 
 
181. De este modo, la jurisprudencia del Consejo de Estado igualmente ha caracterizado la 
sanción moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías como una multa a favor del 
trabajador y en contra del empleador estatuida con el objeto de reparar los daños causados 
al primero por el incumplimiento en el plazo para el pago, en los siguientes términos: 
 
«La indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, como ya se anunció, es una 
multa a cargo del empleador y a favor del empleado, establecida con el fin de resarcir los 
daños que se causan a este último con el incumplimiento en el pago de la liquidación definitiva 
del auxilio de cesantía en los términos de la citada Ley.172» 

 
182. Visto lo anterior, es preciso concluir que la sanción moratoria por pago extemporáneo 
de las cesantías, es una sanción o penalidad cuyo propósito es procurar que el empleador 
reconozca y pague de manera oportuna la mencionada prestación, más no mantener el poder 
adquisitivo de la suma de dinero que la representa y con ella, la capacidad para adquirir bienes 
y servicios o lo que la ley disponga como su propósito.”   

 
Más adelante concluye: 

En tal sentido, al no tratarse de un derecho laboral, sino de una penalidad de carácter 
económica que sanciona la negligencia del empleador en la gestión administrativa y 
presupuestal para reconocer y pagar en tiempo la cesantía, no es procedente ordenar su 
ajuste a valor presente, pues, se trata de valores monetarios que no tienen intención de 
compensar ninguna contingencia relacionada con el trabajo ni menos remunerarlo.” 
(Subrayado y cursiva fuera de texto). 

 
De lo expuesto es dable colegir sin mayor lucubración que lo dispuesto en el artículo 187 del CPACA  
en su inciso final, no es aplicable al caso en concreto en vista de que en ultimas implica la indexación 
de la sanción por mora que valga reiterar, son incompatibles entre sí, aunado a que la mentada 
indexación se encuentra proscrita por vía jurisprudencial y hace mucho más gravosa la situación de 
la administración, pues pasa por alto que este emolumento no solo cubre la actualización monetaria 
sino que es superior a dicho valor. 
 

I. PRUEBAS 
 

 De conformidad con lo dispuesto en parágrafo primero del artículo 172 del CPACA., solicito 
respetuosamente al Despacho requerir a la secretaria de educación correspondiente a fin de 



 
 

 
                                                      

  

que allegue el expediente administrativo, lo anterior teniendo en cuenta que la suscrita 
apoderada no puede acceder a este; si bien es obligación de la entidad demandada allegar 
el expediente administrativo dejo a consideración del despacho la solicitud de esta 
documental teniendo en cuenta las facultades oficiosas establecidas en el artículo 213 del 
CPACA. 

 
II. ANEXOS 

 
Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 
 

III. NOTIFICACIONES 
 
La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 72 
No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  
 
La suscrita en el correo t_sguerrero@fiduprevisora.com.co   
 
Del señor(a) Juez, 
 
  
 
 
Samuel David Guerrero Aguilera 
CC. No. 1.032.490.579 de Bogotá 
T.P. No. 354.085 del C.S.J. 
Elaboró: Samuel David Guerrero Aguilera 
Revisó: T_Hramirez 

 
 



  

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  
 

 
                                                                                                                                   Nº  006098 
 
Señores  
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLIVAR DE  
 E.    S.     D. 

 
REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER  
 
 
RADICADO: 13001233300020210056200 
DEMANDANTE: LENIS SAIDE NAVARRO SARMIENTO 
DEMANDADO:  NACIÓN  MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL  FONDO NACIONAL DE  

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, 
actuando en calidad de apoderado de LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL N.I.T. 
899.999.001-7, conforme al Poder General otorgado por el Doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, 
mediante Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, protocolizada en la notaria 34 del 
círculo de Bogotá, modificada por la escritura pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019 y la escritura 
pública No. 1230 de 11 de septiembre de 2019, protocolizadas en la notaria 28 del círculo de Bogotá, 
en calidad de  Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a él conferidas a 
través de la Resolución No. 015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 2019, 
expedida por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, según lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 
489 de 1998 y demás normas concordantes. 
 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder a los (las) abogados(as): 
 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional 
YEINNI KATHERIN CEFERINO VANEGAS 1014263207 290.472 del C. S. de la J. 
ESPERANZA JULIETH VARGAS GARCIA 1022376765 267.625 del C. S. de la J. 
MARIA PAZ BASTOS PICO 1096227301 294.959 del C. S. de la J. 
JENNY ALEXANDRA ACOSTA RODRIGUEZ 52203675 252.440 del C. S. de la J. 
PAMELA ACUÑA PEREZ 32938289 205.820 del C. S. de la J. 
CRISTIAN ANDRES PINEDA PAMPLONA 1012439372 326.402 del C. S. de la J. 
DARLYN MARCELA GARCIA RODRIGUEZ 1063172781 342.263 del C.S de la J. 
SAMUEL DAVID GUERRERO AGUILERA 1032490579 354085 del C.S. de la J. 
LINA YANETH MIELES GONZALEZ 52905067 143.280 del C.S. de la J. 

 
Con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y conciliar, no obstante, lo 
anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en el Acta del Comité de Conciliación. 
 

  

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  
 

Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por 
concepto de honorarios a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de 
sus funciones. 
 
La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 
del Código General del Proceso 
 
Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 
T.P.  No. 250.292 del C.S. de la J. 
 

 
Acepto: 
 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional Firma 

 
YEINNI KATHERIN CEFERINO VANEGAS 1014263207 BOGOTA 290.472 del C. S. de la J.  

ESPERANZA JULIETH VARGAS GARCIA 1022376765 BOGOTA 267.625 del C. S. de la J.   

MARIA PAZ BASTOS PICO 1096227301 
BARRANCABERMEJA 

294.959 del C. S. de la J.  
 

JENNY ALEXANDRA ACOSTA RODRIGUEZ 52203675 BOGOTA 252.440 del C. S. de la J. 

 

PAMELA ACUÑA PEREZ 32938289 CARTAGENA 205.820 del C. S. de la J. 

 

CRISTIAN ANDRES PINEDA PAMPLONA 1012439372 BOGOTA 326.402 del C. S. de la J. 

 

DARLYN MARCELA GARCIA RODRIGUEZ 1063172781 LORICA 342263 del C.S de la J. 

SAMUEL DAVID GUERRERO AGUILERA 1032490579 354085 del C.S. de la J. 

LINA YANETH MIELES GONZALEZ 52905067 143.280 del C.S. de la J. 
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